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España fue pionera, como en tantas otras oca­
siones, en elaborar este tipo de legislaciones. En 
efecto la Ley Tolosa-Latour data de 1904(1), repre­
sentando un referente internacional de primera 
magnitud, a pesar de responder con un cierto 
paternalismo, muy extendido en aquellas épocas, 
a muchas cuestiones candentes de la infancia. Tras 
esa labor pionera, nuestro país vuelve a rezagarse, 
también otra constante histórica, en parte por 
agotamiento, en parte porque las condiciones so­
cio-políticas no favorecían estas lides, en parte 
porque es mejor mirar-a-otro-lado. 

El 20 de noviembre de 1989 la Asamblea Gene­
ral de la ONU aprobaba la Declaración Interna­
cional de los Derechos de la Infancia(2J. Cuarenta 
años después de la declaración internacional de los 
derechos humanos aparecía, por fin, su equivalen­
te para la infancia. No deja de tener su interés 
esta dilación, esta dificultad en poder concretar 
los derechos de la infancia, por parte de las repre­
sentaciones político-administrativas internaciona­
les. Hay que esperar casi un año para que el pleno 
de las Cortes Españolas lo convalide. 

Con este marco de referencia se elabora la Ley 
de Derechos del Menor que el Parlamento espa-
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ñol aprueba por unanimidad en el ultimo pleno 
disponible antes de su disolu ión: el 28 de diciem­
bre de 1995(3>, no deja de ser una fecha con bas­
tante contenido simbólico para la infancia. 

CONTENIDOS FUNDAMENTALES DE LA 
LEY DE DERECHOS DEL MENOR (LDM) 

Lo interesante de la LDM consiste en aportar 
una serie de derechos y deberes de los niños/as, 
algunos son derechos básicos y que se explicitan 
en tener una familia, un nombre, una cobertura 
legal, social, educat iva y sanitaria. De ral suerte 
que se cita que tanto la Con titución española 
como los Acuerdos Incernac.i.onales ratificados por 
España serán de aplicación a los niños/ as espa­
ñoles. 

La Declaración Internacional de los derechos de 
la infancia no se aplica en su totalidad. Le nomen­
clatura/ traducción española es una versión libre. 
La LDM usa el término de Menor para referirse a 
la infancia, lo que representa una versión libre del 
término (children, en inglés; enfance, en francés; 
kinder, en alemán; bambini, en italiano; nenenza, 
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68 en gallego). Este cambio/libre versionado de nues­
tra legislación es algo más que semántico. 

La denominación de la LDM en España es cru­
cial para poder comprender las dudas del legisla­
dor. Lo acercamientos sucesivos a la infancia se 
realizan desde posiciones adultomorfistas y se 
buscan similitudes o se catalogan equivalencias. Un 
caso paradigmático es la denominación de "meno­
res" a los niños/ as que pone en evidencia dos ti­
pos de consideraciones(4l: la referencia comparativa 
«menor en/que algo ... » (tamaño, edad, importan­
cia, relevancia, etc) y esa comparación va hacia lo 
menor, que implícitamente remite a que hay algo 
que es la unidad de medida con lo que se le com­
para (la vida adulta o el mayor en e te ca o), es 
decir que e-pistemológicamen!e los niñoslets qi1,edan 
situetdosl,ts en el plano cl<!l objeto. La segunda con­
sideració11 es que esca denominación proviene del 
campo d la Justicia, por lo tanto se impregna de 
una cierta judicialización y plantea implícicamenre 
un fin (menor de edad para ... : la cárcel, ser juzga­
do, ere), también en la aplicación práct ica esta 
acepción se sitúa en el plano del oh.jeto, epistemo­
lógicameme hablando. Se podrían seleccionar ot ras 
situaciones para confirmar el adultomorfismo: 
arquitectura y urbanismo, la distribución de los 
hogares, incluso la organización de las institucio­
nes denominadas para la infancia, la formación de 
los prnfesionales ( alvo honrosas y aisladas excep­
cione ), el tratamiento de los medios de comuni­
cación, los sistemas asistenciales, etc. Por contra, 
"infancia" le da una identidad propia y le sitúa 
como sujeto en el plano epistémico, por lo tanto 
la utilización terminológica es algo más que lo 
meramente semántico. 

Como prueba de lo dicho con anterioridad baste 
leer con suma atención el magnífico texto titula­
do «Lo que nos dicen de su derechos lo niños y 
la nifi.as»<1,

2,sl. Ni en nno olo de sus apartados se 
dice menor y, como contrapartida, los niños no 
paran de llamar mayores a los autodenominados 
ndultos y que son solo mayores, tal y como les 
denominaba El Principüo y, al parecer, la mayo­
ría d los niños/ as de este país. 

Un ejemplo de lo dicho se expone en el Capítu­
lo II, art. 2, ap,utado 3, donde úene que definir el 
alcance de "menor": «menores d 18 años, de acuer-

La nueva Ley de Derechos del Men or: una lectura crítica 
desde la psiquiatría de la infancia y la adolescencia 

do a su desarrollo evolutivo». Desde luego que para 
este viaje no hacían falta las alforjas leguleyas, pues 
con el mismo texto se podría haber puesto, de forma 
mucho más precisa y lógica, infancia. 

Merece la pena resaltar que España fue uno de 
los siete países que, en la Asamblea General de la 
ONU, rechazó que constara la posibilidad de la 
movilización militar desde los 14 años de edad. 
Esta aberración de los derechos de la infancia, 
presión de países del llamado tercer mundo en 
conflicto bélico con el apoyo de algunas grandes 
potencia exportadoras de armamento, ha pue to 
de manifiesto la faha de ens.ibilidad y alg1.111as 
trágicas comecuenci,t en Africa (p.ej.: matanzas 
de Mogaidiscio, ere). Vale la pena rescatar el mag­
nífico libro documental del periodista Manu 
Leguineché> sobre los niños de la guerra o el 
análisis más sistematizado, metodológicamente 
hablando, de Garbarino(7

) sobre el parti ular o los 
escalofriantes datos de los informes U ICEF(8l 

sobre la infancia mundial de los últimos tres años. 
El derecho a la intimidad y la propia imagen 

cobra una relevancia especial en la actualidad. Los 
escándalos de abusos sexuales, de comercialización 
y explotación de la infancia, las redes internacio­
nales que pugnan por abrirse camino incluso en 
INTERNET, son sólo alguna de las situaciones 
que pueden ser incluidas en este apartado. Los 
profesionales de la infancia debemos aprender a 
utilizar estos fundamentos jurídicos y técnicos p-ua 
bascular hacia posiciones más decididamente de de­
fensa de los derechos de la infancia, sobre todo de 
la infancia que se encuentra en dificultad social. 

La figura del Fiscal (Estatuto del Ministerio Fis­
cal y Código Civil) cobra una relevancia capital 
como adalid y garante de velar por el cumplimien­
to de los derechos contemplados en este marco 
legal (Titulo II, Capítulo II, art. 21). Esta actitud 
de garante de los derechos debe ser un punto Je 
mira de los profesionales de los servicios asisten­
ciale , trabajando precisamente el marco legal y 
su aplicación en ben ficio de los niños y niñas, en 
ocasiones será simplemente abrir un proceso in­
formativo, pero, en otras, puede rep1·esentar un 
abordaje procesal. 

En todo caso, el objetivo fundamental del tra­
bajo con la fiscalía consiste en crear un clima de 
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opinión que vaya haciendo cultura en torno a los 
derechos de la infancia y, sobre todo, a defender­
los con decisión y firmeza. Como decía 
Nikapota(9

): uno de los campos de futuro de los 
profesionales de la psiquiatría de la .infancia y la 
adolescencia es el de sensibilizar a la sociedad para 
que los desarrollos legales contemplen aspectos de 
la realidad de la infancia, incluir estos aspectos son 
un marco diferencial con el ejercicio profesional 
en otras etapas de la vida, tal y como señala este 
autor, que sicúa esta intervención a la alcura espe­
cífica de los datos epidemiológicos, clí11i.cos, tera­
péutico y genéricos como factores diferenciadores 
de la psiquiatría de la edad adulta. 

DATOS CON REPERCUSIONES 
ASISTENCIALES DE LA LDM 

Además de los planteamientos básicos, de indu­
dable interés teórico-práctico, existen cuatro as­
pectos contemplados en la LDM que tienen un 
gran impacto en la careas asistenciales a los tras­
tornos mentales que se presentan en la infancia y 
la adolescencia, por lo. que tiene un gran interés 
que sean conocido por el conjunto de los profe­
sionales: 

Alternativas a la infancia en riesgo social y 
familiar 

Los malos tratos a la infancia son contempla­
dos de forma específica en la LDM, por una parte 
define tanto las funciones parentales como de las 
instituciones de protección de menores (Título II). 
En el Capiítulo I (ArtÍculos 14-17) se abordan los 
deberes de las figuras parentales en cuanto a cui­
dados, tutela y educación en un sentido amplio 
(Arts. 142-144 y 154 del Código Civil y Arts. 5 y 
18 de la Convención Internacional de Derechos 
de la Infancia y la relación de los niños/ as con sus 
familiares (especial referencia al Art. 160 del Có­
digo Civil y de los Arts. 9 y 18 de la Convención 
Internacional de Derechos de la Infancia), para 
terminar con el ArtÍculo 18 de donde se habla de 
los deberes de los hijos, haciendo referencia al Art. 
155 del Código Civil . El Capítulo II se dedica a 
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la función de las instituciones de protecc10n de 69 
menare , basándonos en los Arrs. 215, 239, 247 y 
269 del Código Civil y Are. 18 de la Convención. 
Para pasar a las funciones más especificas de pro­
tección como on el acogimiento familiar y la 
adopción, incluida la adopción internacional, para 
lo que se contemplan los Ares. 3.3, 9, 18, 19, 20, 
21, 25, 27 y 28 de la Convención Internacional de 
Derechos de la Infancia y en los Arts. 158, 173.3, 
260, 172 y 173 del Código Civil; y Ley 30/92 de 
26 de noviembre de Régimen de las Administra­
ciones Públicas y del Procedimiento Administra-
tivo común. Así se aborda la función y procedi­
miento administrativo para dar los pasos. Si bien 
es cierto que existe cuerpo y marco legal, el pro­
blema se sitúa en la diferente interpretación que 
aporran algunas administraciones que originan di­
laciones que pudieran poner en peligro el devenir 
de los niños/a y, obre codo, evidencia la de ·­
igual sensibilidad y formación de los profesiona-
les de la agencias sociales dedicadas a la i.nfa.ncia 
y la adolescencia (perdón, ya saben que son me­
nores). 

La necesidad de escuchar al niño/a 

Es una gran consecución n la legislación espa­
ñola, no hay que olvidar que una sentencia del 
Tribu1ial Constitucional de 14 de febrero de 1991 
declaraba inconstitucional la situación en que los 
niños/ as se encontraban en los procedimientos 
judiciales, ya que 110 se les escuchaba ni tenían 
opción a un defensor desde el inicio de la instruc­
ción, en concreto se declaró inconstitucional el 
An. 15 de la Ley de Tribunale Tutelares de 
Menores. El Art. 10 de la LDM contempla la 
obligación de oír al niño, bien dii-ectameme o de 
algún represemante que lo conozca de forma su­
ficiente y si no e así el Juez d be comunicar la 
fundamentación al Fiscal. Se necesi a saber el pro­
cedimiento para evaluar la competencia sobre las 
declaraciones de los niños/ as, tal y como plantea­
ban Farr y YuilleC10> y que adaptamos a la realidad 
espaíiolat11l, que consta de estas cuatro fases: esta­
blecer relación con el niño/a (preguntas y conver­
sación rutinarias); evocación libre (narración libr 
de hechos); aclaración (preguntas especifica de tipo 
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70 aclaratorio) y, por fin, evaluar la sugestionabilidad 
(preguntas inducidas). Pero hay que tener mucho 
cuidado, pues Garbarino<12l señala que un niño/ a 
parece competente cuando es interrogado por un 
terapeuta hábil y motivado o por un Fiscal espe­
cialme11te preparado o intuitivamente sensible, 
pero ese mismo niño/ a podría dar la sensación de 
incompetente cuando es interrogado en el turno 
de defensa por un abogado hostil e intimidador, 
empeñado en minar la resistencia de ese niño/a y 
ese mismo ujeto infanti1 no podda decir nada en 
absoluto ante h imagen de un juez abmrido, au­
toritario, brusco o demasiado ceremomoso. 

La confidencialidad 

Un gra11 Lt!llHl incluido en la LDM y que es 
tratado de forma razonable y actualizada, no se 
esconde en ampulosas declaraciones y rompe con 
viejos moldes. La infancia y la adolescencia alcan­
zan su mayoría de edad social y legal, valga la apa­
rente contradicción, en la respetuosa formulación 
que se contempla en el Art. 4 donde se desarrolla 
el derecho a la intimidad y a la propia imagen y 
se prohibe la información o la utilización de imá­
genes o nombres completos de los niños/ as en los 
medios de comunicación y declara intromisión ile­
gítima si esta aparición es contraria a su interés, 
incluso constando el consentimiento del niño/ a, 
para lo que el Ministerio Fiscal podrá actuar de 
oficio, se hace responsable a las figurns parentale ··: 
y a los podere públicos de respetar y proteger 
frente a tercero estos derechos (An. 16 de la 
Convención Internacional de Derechos de la In­
fancia; L. O. 1/82 de Protección Civil del Dere­
cho al Honor, a la intimidad personal y familiar 
y a la propia imagen). En el párrafo segundo del 
Art. 13 se formula otro paso más: el derecho de 
libre acceso a la Administración por parte de los 
propios niños/ as para defender sus derechos. La 
confidencialidad ha sido un gran tema de debate, 
tanto en USA(1l>, como en lllglaterra(14l y hte for­
mulada por nosotros hace años<11 - 15>: el respeto a 
la confidencialidad de los temas infantiles favore­
ce que el niño/a y, sobre todo, el adolescente 
crezca con confianza y seguridad. En algunos países 
esta coníiJeucialidad tiene especial relevancia cuan-
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do solicitan consulta, p. ej.: en casos de malos 
tratos, abusos sexuales, separación/ divorcio de las 
figuras parentales, planificación familiar, interrup­
ción voluntaria del embarazo, etc. Al lado de es­
tas situaciones pueden existir otros casos en los 
que se poseen datos poco aclarados, como el caso 
de ciertas sentencias acontecidas en USA y cuyos 
fundamentos y resultados son contradictorios(11

, 
12l: 

Caso· Kentucky vs. Stiner 482 VS 730; Caso Coy 
vs. Iowa 108 SCT 2798 y el Caso Long vs. Texas 
694 SW 2d 185, todos ellos relativos a la identifi­
cación de perpretadores de abusos sexuales y en 
los que se respetaba la confidencialidad de los ni­
ños/ as. Se puede comprobar que el tema es lo su­
ficientemente delicado e importante como para 
ponerlo de relevancia y reconocer el avance que 
supone la formulación de este tema en la LDM. 

El Ingreso psiquiátrico 

Por su importancia se va a desarrollar como un 
apartado especifico. 

LA HOSPITALIZACIÓN PSIQUIÁTRICA EN 
LA INFANCIA Y LA ADOLESCENCIA A LA 
LUZ DE LA LDM 

El Art. 40 de la LDM hace referencia al "inter­
namiento del menor en centro o establecimiento 
de salud mental", su texto exacto es el siguiente: 
«El internamiento de un menor en un centro o 
establecimiento de salud mental requerirá ,rnrori ­
zación judicial, siendo preceptivo el informa pre­
vio del Ministerio Fiscal. Cuando revista carácter 
de urgencia, se seguirán los trámites del Art. 211 
del Código Civil». Dicho articulo se basa en el 
Art. de la Convención Internacional de los Dere­
chos de la Infancia<2> y en los Am. 211 y 271 del 
Código Civil. La situación es delicada, la mayoría 
de los trabajos exis entes hacen referencia al in­
greso de la edad adulta(16• l7), pocas publicaciones 
existen acerca de los ingresos en la etapa de la 
infancia y la adolescencia: el documento sobre la 
asistencia en la salud mental infantil de Castilla y 
Leónt18>, la XXXII Reunión de AEPIJ, celebrada 
en Valencia en 1993 y las interesantes parLicipa-
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ciones de los Dres. Gastaminza, Teixidó y To­
más(19l en las Jornadas de Trabajo de la Sección de 
Salud Mental Infamo-juvenil de la AEN en 1993. 
La importancia de este apartado bien merece unas 
notas especificas de reflexión, dada la situación 
actual de la asistencia: 

Qué hay que ingresar? 

No existen grnndes dif rencias entre los diversos 
autores, los criterios clíni ·os exclusivamente de 
índole psicopatológica e imponen obre los de tipo 
social. Parece que las mayores coincidencias entre 
los diferentes grupos e centran en criterios del tipo 
siguienre: son más comunes en la adolescencia; los 
intentos de suicidio y las crisis psicótica son los 
casos más relevantes y las claras indicaciones; casos 
para diagnóstico diferencial y otros proce o cuya 
expr ión conductual podrÍa poner en peligro la 
propia vida o la integridad física de terceros<18· 19l. 

¿Cómo se debe Ingresar? 

Contar con la evaluación clínica adecuada por 
parte de un Psiquiatra infanti-1 es estrictamente 
necesario. A partir de alú se debe explicar a las 
figuras parentales y al niño/a adolescenre, para lo 
que e recomienda la obtención del correspondien­
te cons ntimiento informado<20l. En caso excep­
cionales, forzosos y/ o urgentes, el ingreso debe 
realizarse con la pertinente notificación al juez y 
al Ministerio Fiscal en el curso de las 24 horas 
siguientes. 

¿Dónde ingresar? 

Cuestión de gran relevancia, obre codo en Es­
paña donde 110 existe11 servicios clínico-ho picala­
rios de Psiquiatría Infantil, salvo algunas honrosas 
excepciones. Una revisi6n detenida y pormenori­
zada da como 1·esultado<21, 22l: unidade específicas 
de hospitalización de p iquiacría de la infancia y 
la adolescencia, con poca camas y actividades te­
rapéuticas integradas. La ubicación depende de la 
estruct:ura organizativa de la asistencia, habitual­
mente los ervicios de Child and Adolescent Psy­
chiatry se encuentran en Paediatric Hospital (p.ej.: 
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Horace J oules-St. Mary Children Hospital en 71 
Londres; Sophia Aghia Children Hospiral en Ate-
nas; Sophia Children Hospital en Rotterdam; 
Universicy Children Hospital en Utrecht; Mont 
Sinaí Hospital en New Yo1:k; University Children 
Hospital de Copenhagen; Kinder und AdoJescent­
klinic Wurgburg; l 'Hopital des Enfant Malades en 
País, etc). En definitiva, lo que prima es la conside­
ración infancia y adolescencia sobre el trastorno 
mental, como tal. Otra cosa es ¿dónde hacerlo en 
España con las condiciones actuales? La respuesta 
no es fáci l y la realidad de cada autor y de cada 
grupo de profesionales es diferente y viene derer­
minada por su propia práctica, es evidente que en 
el Hospital Infantil de la VaU d 'Hebron o en el 
Ho pital Niño Jesús de Madrid va a ser más fácil 
en donde están ubicados lo servicios a istenc.iales 
y que en el Ho pita! Universitario de Valladolid o 
de Valencia será el Servicio de Psiquiatría. Como 
norma básica: en edades inferiores a los 15 años 
parece que los servicios pediátricos podrán ser un 
lugar preferente de ingreso, pero supone un eraba-
jo importante de sen ibilización y supervisi6n con 
eJ personal de enfermería; a pu ir de lo 16 años 
podría er en los servicios de psiquiatría, pero e 
preci ai-Í.a una mfoima diferenciación y "creación 
de ambiente" adecuado a la edad adolescente y un 
trabajo importante con el personal de enfermería. 
Pero la pregunta contin{ia abierta, simplemente 
porque, salvo muy contadas y honrosas excepcio-
nes, no existe, ni e contempla la posibilidad del 
ingre o p iquiácrico. Desde esca perspectiva la LDN 
es impreci a y podría dar lugar a serias controver-
sias y a impor anees problema de tipo pd.ccico. 

¡Para qué ingresar? 

Los criterios clínicos dominan ampliamente: diag­
nóstico diferencial, tratamiento intensivo, estabili­
zación clínica e inicio de un tratamiento con la 
correspondiente vigilancia. Pero fundamentalmente 
el ingreso implica recibir una asistencia especiali­
zada, altamente cualificada por profesionales ade­
cuados y acreditados para prestar este tipo de asis­
tencia altamente cualificada. En otras palabras, 
volvemos al inicio: se precisan los psiquiatras in­
fantiles que desarrollen este tipo de asistencia de 
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72 calidad, en España haberlos haylos, pero no sabe­
mos dónde de arrollan su actividad, con lo qu 
tampoco sabemos con exaccirnd las necesidades 
reale pa1·a e ce tipo de actividad. La LDM queda 
en evidencia en este punto, no con igue proteger 
los derechos de la infancia y la a<lolescencia con la 
rotundidad que lo hace la convención Internacio­
nal de los Derechos de la Infancia y que comen­
taremos con posterioridad. 

¿Quién es el responsable de los ingresos! 

Aquí es donde realmente e dirime la cuestión y 
la importante carencia e imprecisión de la LDM. 
Esta carencia técnica es de tal magnitud que podría 
contravenirse la totalidad de los contenidos del ci­
tado marco jurídico. La razón se fundamenta con 
los propios contenidos del articulado comentado 
hasta el momento actual, ya que en la Declaración 
Internacional de los Derechos de la Infancia se dice 
de forma explícita: «El niño física, mental o social­
mente disminuido debe recibir el tratamiento, la 
educación y los cuidados que necesite su e cado o 
su situación por profe ionales con formación espe­
cífica y en locales adecuados para ello». La LDN 
reconoce la obligación de cumplir los acuerdos in­
ternacionales sobre los derechos de la infancia 
¿Cómo arreglar este contrasentido e inconcreción? 
La responsabilídad del legislador consiste en dar 
salida legal a los contenido de sus propios marcos 
legislativos de forma razonable, coherente, consis­
tente y adecuada. En este caso, no se puede recono­
cer ni ejercer un derecho si no existen los elemen­
tos básicos para darle cumplimiento, sobre todo 
cuando la responsabilidad es de la misma adminis­
tración. No olvidemos que el acuerdo unánime del 
Congreso de los Diputados para el reconocimiento 
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de la acreditación específica de la Psiquiatría de la 
Infancia y la Adolescencia es seis ¡.nese anterior a 
la LDM; sin embargo, el desarrollo y aplicación de 
ese acuerdo no ha acontecido do año de pués. 
Arreglar esta contra.dicción no es más que dar cum­
plimiento a la LDM, tal y como hemos expresado 
con anterioridad(23l y a lo largo de este artículo edi­
torial. Además, es la {mica forma de asegurar la 
coo rdin ación entre la agencia que trabajan con la 
infancia en esto casos<24>. Colaboraci6n que puede 
ser tortuosa, tediosa, con contenciosos y frustran­
te, porque las diferencias en 1n organización pu de 
dispararse por las regulaciones legale , sobr codo 
las que regulan la confidencialidad de la informa­
ción que e transfiere emre los distintos sistemas y, 
sobre todo, en la muy diferente estructura de las 
di rimas agencias . En este artículo Petti et al insis­
ten que la coordinación de un programa debe ser 
unitario con un responsable administrativo de la 
atención de la infancia y la adolescencia, siendo el 
único camino posible para poder abordar esta com­
plejidad y asimetría. Para ello, la opinión de dife­
rentes profesionales de diversos sistemas, subrayan 
la necesidad de una formación teórica y una expe­
riencia práctica amplia y contra tada en lo tem, s 
de la infancia y la adoJe ceucia. Este planteamiento 
e realiza en un país donde la formación y acredi­

tación específica de los servicios de la infancia se 
encuentra muy implantada desde hace más de 40 
años, si ello es así de claro en USA, en Esprtña la 
necesidad es ya una obligación ética y un derecho 
irrenunciable para mejorar y aseg trar una adecua­
da asistencia a los niiio /as y adolescentes de nues~ 
tra país, ya que la Ley General de Sanidad recono­
ce que la responsabilidad d lo ingresos sanitarios 
y de las prescripcione terapéutica· corresponde al 
médico de la e pecialidad competente. 
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